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REF:   REPARACION DIRECTA

DTE:   GLORIA PATRICIA SANCHEZ YEPES
DDO: MUNICIPIO DE MEDELLIN
RDO: 05001-33-31-001-2017-0540-00


                  JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO

Medellín, Dieciséis (16) de Junio de dos mil Veinte (2020)
	REFERENCIA
	REPARACION DIRECTA

	RADICADO
	05001-33-31-001-2017-00540-00

	DEMANDANTE
	GLORIA PATRICIA SÁNCHEZ YÉPES

	ACCIONANDA
	NACION-MUNICIPIO DE MEDELLÍN-SECRETARIA DE GOBIERNO COMISARIA DE FAMILIA DE SAN CRISTÓBAL - HUGO ALEJANDRO VÁSQUEZ GALLÓN

	SENTENCIA NRO.
	


	Tema: Responsabilidad patrimonial del Estado/ Características /.Defectuoso funcionamiento de la administración de justicia/error jurisdiccional/.


La señora GLORIA PATRICIA SÁNCHEZ YÉPES por conducto de apoderado judicial y en ejercicio del medio de control de REPARACION DIRECTA consagrada en el artículo 140 del C.P.A.C.A., formularon demanda en contra de la NACION-MUNICIPIO DE MEDELLÍN-SECRETARIA DE GOBIERNO COMISARIA DE FAMILIA DE SAN CRISTÓBAL - HUGO ALEJANDRO VÁSQUEZ GALLÓN con el fin de que se profieran las siguientes: 
DECLARACIONES:
Solicita textualmente el apoderado de la parte demandante lo siguiente:
“PRIMERO : Que se declare a LA NACION-MUNICIPIO DE MEDELLÍN-SECRETARIA DE GOBIERNO COMISARIA DE FAMILIA DE SAN CRISTÓBAL - HUGO ALEJANDRO VÁSQUEZ GALLÓN, que son administrativamente responsable de los perjuicios materiales e inmateriales causados a mi prohijada, GLORIA PATRICIA SÁNCHEZ YÉPEZ, respectivamente fallas en el servicio, consistente en el defectuoso funcionamiento de esta entidad del estado “COMISARIAS DE FAMILIA”, al no realizar de forma coherente a los requisitos exigidos por el proceso ejecutivo, las conciliaciones. Máxime, cuando existen de por medio bienes para reclamar. 

SEGUNDO: Condenar a la (sic) LA NACION-MUNICIPIO DE MEDELLÍN-SECRETARIA DE GOBIERNO COMISARIA DE FAMILIA DE SAN CRISTÓBAL en consecuencia y de forma solidaria, al señor HUGO ALEJANDRO VÁSQUEZ GALLÓN, para que se efectué la Reparación directa de forma integral por los perjuicios ocasionados, indemnización o reparación de los perjuicios materiales [daño directo -daño emergente y daño indirecto-] y morales (subjetivos o petitium doloris y objetivados], unos y otros actuales, presentes y futuros, que resultan de la defectuosa elaboración del acta de Conciliación, realizada `por los integrantes de la comisaria de Familia del corregimiento de san Cristóbal de la Ciudad de Medellín, y demás emolumentos que se dejaron de reconocer con la omisión ejercida, y violatoria de los derechos de la señora GLORIA PATRICIA SÁNCHEZ YÉPEZ por los demandados. 

TERCERO: Que se declare que LA NACION-MUNICIPIO DE MEDELLÍN-SECRETARIA DE GOBIERNO COMISARIA DE FAMILIA DE SAN CRISTÓBAL - HUGO ALEJANDRO VÁSQUEZ GALLÓN, respectivamente, han causado con la retención de y la entrega del vehículo Chevrolet sprin, placas MLP 737 de Medellín, color verde, modelo 94, a nombre de la señora GLORIA PATRICIA SÁNCHEZ YÉPEZ, el cual fuera adjudicado en la separación de bienes efectuada en la comisaria de familia de san Cristóbal, y al haber usufructuado el vehículo a su antojo, y no teniendo la posibilidad de hacer cumplir las obligaciones adquiridas en el acta efectuada en la comisaría de San Cristóbal. 

CUARTO: QUE SE CONDENE A LAS PARTES DEMANDADAS por el daño ocasionado toda vez que el señor HUGO ALEJANDRO VÁSQUEZ GALLÓN usufrutuó el vehículo Chevrolet sprin, placas MLP 737 de Medellín, color verde, modelo 94, a nombre de la señora GLORIA PATRICIA SÁNCHEZ YÉPEZ, donde se efectúa de la liquidación de la siguiente forma: el valor diario del producto de uso del auto motor es de cincuenta mil pesos ($ 50.000) por treinta días para un total de un millón quinientos mil pesos, por doce meses (12 ) para un total de dieciocho millones cuatrocientos mil pesos ($18.000.000.00) por ocho años que el señor HUGO ALEJANDRO VÁSQUEZ GALLÓN lleva usando usufrutuando dicho auto motor, hasta la fecha de presentación de esta demanda, por no tener la posibilidad de hacer cumplir las obligaciones adquiridas en el acta efectuada en la comisaría de San Cristóbal.

Dicha liquidación se efectúa así:

Dieciocho millones cuatrocientos mil pesos ($18.000.000.00) por el años 2010 

Dieciocho millones cuatrocientos mil pesos ($18.000.000.00) por el años 2011 

Dieciocho millones cuatrocientos mil pesos ($18.000.000.00) por el años 2012 

Dieciocho millones cuatrocientos mil pesos ($18.000.000.00) por el años 2013 

Dieciocho millones cuatrocientos mil pesos ($18.000.000.00) por el años 2014 

Dieciocho millones cuatrocientos mil pesos ($18.000.000.00) por el años 2015

Dieciocho millones cuatrocientos mil pesos ($18.000.000.00) por el años 2016 

Dieciocho millones cuatrocientos mil pesos ($18.000.000.00) por el años 2017

QUINTO: Que se condene las partes demandadas LA NACION-MUNICIPIO DE MEDELLÍN-SECRETARIA DE GOBIERNO COMISARIA DE FAMILIA DE SAN CRISTÓBAL - HUGO ALEJANDRO VÁSQUEZ GALLÓN, a pagar a favor de la demándate la suma de un total de ciento ochenta millones mil pesos ($144.000.000.000) por el usufrutuando dicho auto motor, hasta la fecha de presentación de esta demanda, como lucro cesante, por no tener la posibilidad de hacer cumplir las obligaciones adquiridas en el acta efectuada en la comisaría de San Cristóbal. 

SEXTO: Que se declare que LA NACION-MUNICIPIO DE MEDELLÍN-SECRETARIA DE GOBIERNO COMISARIA DE FAMILIA DE SAN CRISTÓBAL - HUGO ALEJANDRO VÁSQUEZ GALLÓN, por falla o falta del servicio o de la administración al no proceder en debida forma, velando por el respeto del derecho fundamental de la señora GLORIA PATRICIA SÁNCHEZ YÉPEZ se produjo la acción que condujo a la no recuperación de los bienes que le pertenecen, Teniendo en cuenta que se tuvo conocimiento del daño causado, a partir del momento en que quiso reclamar lo acordado mediante acta de conciliación en la comisaria de Familia del Corregimiento de San Cristóbal, y no fuera posible, y fuera rechazada la demanda en el juzgado 2 civil del circuito, causándole unos perjuicios morales valorados en 100 SMLMV, a la fecha de radicación de la acción de Reparación Directa equivalentes a setenta y tres millones setecientos setenta y un mil setecientos pesos ($73.771.700.00) 
SÉPTIMO: Que se condene las partes demandadas LA NACION-MUNICIPIO DE MEDELLÍN-SECRETARIA DE GOBIERNO COMISARIA DE FAMILIA DE SAN CRISTÓBAL - HUGO ALEJANDRO VÁSQUEZ GALLÓN, a pagar a favor de la demándate por los perjuicios psicologicos liquidados en 100 Salarios mínimos legales mensuales a la fecha de radicación de la acción de Reparación Directa equivalentes a setenta y tres millones setecientos setenta y un mil setecientos pesos ($73.771.700.00) 
OCTAVO: Como pretensión accesoria, solicito se disponga el pago de intereses legales, con referencia a los montos dinerales que se hacen reclamación en la presente demanda. Entregar a favor de la demandante, las escrituras correspondientes del 50% del parqueadero Nro 00426, Identificado con la matricula Inmobiliaria Nro 01N-280899 el cual está ubicado en la Carrera 60 Nro 49ª-20; teniendo en cuenta que esta adjudicación fue acordada en sentencia del veinticinco de noviembre de 2015, proveniente del Juzgado 2 de Familia de oralidad de la ciudad de Medellín. NOVENO: Condenar en consta y agencias del proceso a los demandados. 
DECIMO: Que, de conformidad a lo preceptuado, se declare el extremo demandado como responsable de los perjuicios materiales lucro cesante e inmateriales, psicológicos y morales causados a mi prohijada, GLORIA PATRICIA SÁNCHEZ YÉPEZ actor, por los que deberá ser condenado como resultado de las decisiones y de la prosperidad de las presentes pretensiones.”
HECHOS
Indica el apoderado de la parte actora que el día 29 de septiembre de 2009, en la comisaria de Familia de San Cristóbal, la señora GLORIA PATRICIA SÁNCHEZ YÉPEZ y HUGO ALEJANDRO VÁSQUEZ GALLÓN, asistieron a audiencia de Conciliación de Común acuerdo decidieron hacer la separación de bienes, correspondiéndole a la señora GLORIA PATRICIA SÁNCHEZ YÉPEZ, la casa ubicada en la calle 61b Nro 119c-13 con matrícula inmobiliaria Nro: 01N-5186355 y vehículo Chevrolet sprin, placas MLP 737 de Medellín, color verde, modelo 94, el cual cuenta en la matricula como de propiedad de la señora GLORIA PATRICIA SÁNCHEZ YÉPEZ y al señor HUGO ALEJANDRO VÁSQUEZ GALLÓN le correspondieron tres locales ubicados en las siguientes direcciones así: Calle 20e 75-80 barrio parís 12 de octubre; Carrera 76 20e-02 del mismo sector y otro en Carrera 76 20e-04 interior 201 segundo piso en el mismo sector del barrio parís, los cuales posteriormente los traspaso a nombre de su señora madre. 

Afirma el apoderado de la parte actora que “El Acta con acuerdo conciliatorio constituye título de ejecución. Los derechos, deberes u obligaciones ciertas, expresas y exigibles que consten en dicha Acta, y se ejecutarán a través del proceso de ejecución de resoluciones judiciales.” Es así que al instaurar demanda ejecutiva por varias ocasiones para solicitar por medio del proceso ejecutivo los traspasos y entrega del vehículo que le correspondió a la señora GLORIA PATRICIA SÁNCHEZ YÉPEZ; la entrega de la vivienda, y la mitad del parqueadero; las veces que se presentó dicha demanda, encontraron los jueces que la Conciliación realizada en la Comisaria de Familia del Barrio san Cristóbal de Medellín, estaba defectuosa en su contenido, por cuanto no se hizo con los requisitos formales que exige el proceso ejecutivo, siendo Clara, Expresa y Exigible.
Arguye el apoderado de la parte actora que, con dicha situación, se esta perjudicando a la señora GLORIA PATRICIA SÁNCHEZ YÉPEZ, no siendo posible la exigencia de los perjuicios ocasionados por el señor HUGO ALEJANDRO VÁSQUEZ GALLÓN a quien se le ha exigido que se entregue el vehículo Chevrolet sprint, placas MLP 737 de Medellín, de propiedad de la señora GLORIA PATRICIA, en buen estado de funcionamiento, de tapicería, mecánica, y latonería, y demás bienes que le correspondieron.
Por último manifiesta que dentro de este contexto, siendo el Acta de Conciliación un título de ejecución, por lo que su ejecución se tramita a través del proceso de ejecución de resoluciones judiciales, ha quedo en el limbo, por cuanto no ha sido posible la exigencia de su cumplimiento, por el defectuoso funcionamiento de la comisaria, al no efectuar el acuerdo con los requisitos que exige el proceso ejecutivo, causando perjuicios inmateriales, morales y psicológicos, daño materiales, lucro cesante y de vida en relación, los cuales en este estado no ha habido forma de exigencia.
TRAMITE
Mediante auto de fecha 24 de octubre de 2017, se inadmitió la demanda para que se procediera a corregir unos defectos formales, una vez subsanados dichos requerimientos, por medio de auto de fecha quince (15) de marzo de 2017 se procedió a admitir la demanda, notificando dicha actuación a las entidades accionadas, al señor HUGO ALEJANDRO VASQUEZ GALLÓN y al Ministerio Publico (fls. 73 y ss del expediente). 
Dentro del término para ello las accionadas dieron respuesta a la demanda y propusieron medios exceptivos, de los cuales se dio traslado a la parte actora la cual se pronunció al respecto en los términos visibles a folios. ( fls 156-166) 
Así las cosas, mediante providencia del diecinueve (19) de marzo de dos mil diecinueve (2019), se fijó fecha para audiencia inicial, para el día catorce (14) de marzo de dos mil diecinueve (2019), sin embargo, mediante auto de fecha 24 de abril de 2019, se reprogramo dicha diligencia para el día 05 de junio de 2019, la cual se realizó en debida forma, se fijó el litigio, el problema a resolver y se decretaron las pruebas solicitadas y  para el día 26 de septiembre de 2019, se fijó fecha de audiencia de pruebas, una vez llevado a cabo dicha diligencia, en la misma  se otorgó el término común de diez (10) días a las partes para alegar de conclusión y se indicó que posteriormente entraría a Despacho para fallo, por el término de veinte (20) días. 

Cumplido todo el trámite procesal, se procede a proferir decisión de fondo.

POSICIÓN DE LA PARTE DEMANDADA.

HUGO ALEJANDRO VASQUEZ GALLON
En relación a los hechos manifiesta que unos son ciertos, otros no, otros son parcialmente ciertos, respecto de las pretensiones de la demanda indica que se opone a la prosperidad de todas, argumentando que, con los medios de prueba que obran en el proceso, es claro que no se ha causado  al demandante daño antijuridico por acción u omisión de los agentes del Estado en los términos del artículo 90  Constitucional, por tanto no puede resultar probada ninguna falla en el servicio de parte de la entidad accionada ni suya, ya que no ostenta la calidad de funcionario publico ni ejerce funciones administrativas y tampoco ha causado perjuicio alguno a la accionante. 
Además, indica que el actor tiene la carga de acreditar con certeza su existencia y extensión, entidad e intensidad del real y verdadero daño causado a la demandante como consecuencia de la presunta falla en el servicio. 
Se propusieron las siguientes excepciones:
-caducidad

-Ausencia de legitimación en la causa por activa y por pasiva

-indebida y exagerada tasación de los perjuicios aducidos

-inexistencia de la obligación de indemnizar

-temeridad y mala fe de la accionante

-las demás que se encuentren probadas de acuerdo al artículo 282 del C.G.P

MUNICIPIO DE MEDELLÍN
El apoderado de la entidad accionada en su escrito de contestación, indica que, en relación a los hechos unos son ciertos, otros no, otros son parcialmente ciertos, en relación con las pretensiones indica que teniendo en cuenta los hechos narrados, ni aun en el eventual e hipotético caso en que se llegaran a probar, pueden ser constitutivos del supuesto de hecho de las normas que contienen la consecuencia jurídica pretendida, en tanto no es posible satisfacer los postulados necesarios a que alude la clausula general de responsabilidad patrimonial del Estado contenida en el articulo 90 de la Constitución Política, toda vez que no existe un daño antijuridico material atribuible a una acción u omisión de Municipio de Medellín. 
Además como argumento de defensa indica que la entidad demandada no ha ocasionado la retención de ningún vehículo y si la causa de dicha retención , la ejerció el señor Hugo Alejandro será dicho sujeto procesal el llamado al resarcimiento al daño, siempre que se estructure el mismo con los demás elementos necesarios para el nacimiento de la responsabilidad civil extracontractual, resalta que la demandante nunca perdió la calidad de dueña, este obedece a la negligencia en ejercicio de las acciones posesorias, conservativas, restitutorias o reivindicatorias, por lo que no es dable a la demandante amparase en su propia negligencia, apatía o desidia para endilgar responsabilidades al ente municipal frente a las conductas que bien pudo haber ejercido motu proprio.
Arguye que la demandante circunscribe el daño al anuncio de que el señor Hugo Alejandro usufructuó en vehículo de placas MLP 737, de propiedad de la demandante, indica que deberá desestimarse por cuanto no existe un supuesto de hecho que sirva de base a este reclamo, ni se especifica como usufructuó elementos de tiempo, modo, y lugar que rodearon esta situación.  

Afirma que la pretensión sobre los perjuicios, escapa a la orbita del Municipio de Medellín exigir coercitivamente que el señor Hugo Alejandro Vásquez Gallón, confiera a la demandante el 50% del parqueadero reclamado, mutando una pretensión de dar monto indemnizatorio, por una pretensión de hacer tradición del dominio de un bien que no se encuentra dentro del patrimonio jurídico ni económico de la demandada.
Por todo lo anterior concluye manifestando la entidad accionada que de los hechos narrados, no se desprende la conculcación por parte del Estado de la órbita patrimonial del demandante ni se vislumbra ningún título de imputación jurídico que permita identificar que el daño pretendidamente irrigado a los actores, sea material o virtualmente imputable a la demandada, muy por el contrario, se observa que el resultado dañoso del cual el actor demanda el desagravio , se constituye en un mero formalismo sin impactar la esfera patrimonial de la demandante, pues manifiesta que el daño aconteció por la ausencia de requisitos necesarios para que el  acta de conciliación atacada prestara merito ejecutivo, sin embargo, con acta o sin ella, la demandante ejercía el derecho real de propiedad sobre algunos bienes pretendidamente imbuidos en dicha acta de conciliación.
Se propusieron las siguientes excepciones:

-Caducidad

-Ausencia del daño

-Ausencia de claridad del hecho dañoso

-De nexo causal

-Configuración de la excluyente por hecho de un tercero

-Ausencia de falla en el servicio

-Mala Fe

-Falta de legitimación en la causa por pasiva

ALEGATOS, EN CONCLUSIÓN.
Dentro del término legal para presentar alegaciones, se pronuncian la parte demandante y el Municipio de Medellín en los siguientes términos.
PARTE DEMANDANTE: el apoderado de la parte demandante dentro de sus alegatos de conclusión visible a folios 190 a 201, y una vez realiza un recuento factico, normativo y probatorio indica que, en el caso concreto se constituyó una falla en el servicio imputable a la demandada, toda vez que las comisarias de familia son reguladas y controlados por la secretaria de gobierno del Municipio de Medellín, se encuentra probada la falla de los demandados, por haber omitido sus responsabilidades, uno como esposo y la otra parte como comisario. También se omitió por parte de los demandados la entrega de los elementos que le pertenecieron a a la señora Gloria Cecilia Sánchez Yepes, por parte de su esposo y por parte de la comisaria ya que no dejo en forma clara, expresa y exigible que eran necesarios para poder entra a reclamar en el momento preciso en que el señor Hugo Vásquez Gallón no cumpliera como se demostró con las pruebas. 
Insiste el apoderado de la parte actora que, si se hubieran cumplido con los requisitos de la ley 640 de 2001, al momento de realizar la audiencia de conciliación, dicha obligaciones hubieran podido exigirse ante la jurisdicción ordinaria. Afirma que no es como el señor comisario quiso hacer ver en la declaración que presento ante el despacho en audiencia oral, quien manifestara que su función era de medios y no de resultados, pues eso lo expresa el artículo 18 del Estatuto del Abogado, puesto que el señor comisario, no era apoderado de ninguno de los citados a su conciliación por el contrario este era el mediador de las partes, mas no el representante. Por lo cual su función como comisario era dejar plasmadas las voluntades de las partes y proponer fórmulas de solución no entrabar mas conflictos entre las partes que fue lo que ocurrió con la omisión por parte del señor comisario y mucho menos rehusarse a solucionar la falencia dejada en el acta.  
MUNICIPIO DE MEDELLÍN

El apoderado de la entidad accionada dentro del término oportuno para alegar visible a folios 186-189, se ratifica en los argumentos dados en la contestación de la demanda , insistiendo que  no existe un daño realmente acreditado, será imposible realizar de manera clara , un nexo causal entre el hecho dañoso y el daño presuntamente irrigado, mismo que de ninguna manera podrá acreditarse, por cuanto el vehículo de propiedad de la demandante siempre estuvo bajo su regencia, así como también pudo verificarse que la demandante quedo con el inmueble presuntivamente, ya que no existe prueba de su existencia escritura pública y certificado de libertad, perteneciente a la sociedad conyugal.
Por lo anterior solicita se declare la ausencia de estructuración de responsabilidad administrativa del Estado y se declaren probadas las excepciones propuestas.

POSICIÓN DEL PROCURADOR JUDICIAL: El Procurador judicial delegado ante Despacho, guardó silencio y no intervino para presentar alegato de conclusión.
CONSIDERACIONES

1.  PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA:
La controversia jurídica se contrae a establecer: 
i) ¿Es responsable administrativa y pecuniariamente la NACION-¿MUNICIPIO DE MEDELLÍN-SECRETARIA DE GOBIERNO COMISARIA DE FAMILIA DE SAN CRISTÓBAL y el señor HUGO ALEJANDRO VÁSQUEZ GALLÓN por los perjuicios ocasionados a la señora GLORIA PATRICIA SÁNCHEZ YÉPEZ con el supuesto defectuoso funcionamiento de la administración judicial  o por el error jurisdiccional cometido por LA COMISARIA DE FAMILIA DE SAN CRISTÓBAL, por el acuerdo contentivo en el acta de conciliación de fecha 29 de septiembre de 2009?
 ii) De mantenerse la imputación de responsabilidad, determinar si los perjuicios que reclama la demandante se encuentran probados en el expediente y si deben o no ser reconocidos.
2. PRESUPUESTOS PROCESALES. 
Revisando los presupuestos procesales, para el caso concreto, se cumplen cada uno de ellos:

-  Competencia: El Despacho es competente para conocer del medio de control, en virtud de lo establecido en el numeral 6º artículo 155 y en el numeral 6 artículo 156 del CPACA.  

-   Legitimación: Sobre la Legitimación formal ya se pronunció el Despacho al momento de resolver la excepción en la audiencia inicial.  Procederá a realizar el análisis correspondiente frente a la Legitimación sustancial, cuando se toque el fondo de este asunto.
-  Requisitos y Trámite: La demanda reúne los requisitos de los artículos 161 y S.s. del CPACA. Y se impartió el trámite regulado en el Título IV, artículos 168 y siguientes del CPACA.

- Nulidades: No avizora el Despacho nulidad alguna que deba declarase en este momento procesal.

-  Caducidad: En el presente asunto no opero dicho fenómeno conforme a los términos establecidos en artículo 164 nral. 2 lit. i de la Ley 1437 de 2011. Lo anterior por cuanto la providencia mediante la cual se negó el mandamiento de pago y ordeno archivo proferida por el Juzgado Quince de Familia en Oralidad de Medellín fue de fecha 12 de agosto de 2016, notificada por estados del 16 de agosto de 2016 (fls 44-45), la audiencia de conciliación ante la Procuraduría Judicial para Asuntos Administrativos, se radicó el día 14 de julio de 2017 y la audiencia se llevó a cabo el dia 11 de septiembre de 2017 ( fls 8-9) y la demanda se presentó el 06 de octubre de 2017 (fls 7), razón por la cual la demanda se presentó dentro del término legal oportuno.
-  Requisito de Procedibilidad: El mismo se encuentra agotado, como se puede observar a folios 8-9 del expediente, donde aparece las actas de conciliación extrajudicial. 

3. MARCO NORMATIVO.
3.1 MARCO JURIDICO Y NORMATIVO. 

Promueve la parte actora el medio de control de Reparación Directa, consagrado en el artículo 140 del C.P.A.C.A, que nace de acuerdo a la norma, por la existencia de un hecho dañoso, negligente u omisivo, de la operación administrativa o la ocupación temporal o permanente de un inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa, derivada del actuar del Estado o sus entidades, lesionando al particular u otra entidad o institución, para lo cual tanto el particular como la institución o entidad que promueven la acción, buscan la declaratoria de una responsabilidad patrimonial del Estado y su consecuente reparación por los daños causados, es si que para predicar la responsabilidad el elemento esencial, es la existencia de un daño que no se está en el deber legal de soportar.

3.2 DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO.
Esta figura se encuentra consagrada en el artículo 90 de la Constitución Política, como aquella responsabilidad generada por los daños antijurídicos que le sean imputables al Estado, en ese orden el inciso primero de la norma en mención consagra:  

“El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas.”

En síntesis, el Estado está obligado a reparar los daños y perjuicios que ocasione a los particulares siempre que ellos no estén obligados a soportarlos por imperativo explícito u otro vínculo jurídico, y que surjan como consecuencia de una acción u omisión de una autoridad pública. La Ley 1437 de 2011 en su artículo 140 consagra el medio de control de Reparación Directa, brindando la posibilidad al interesado de demandar por esta vía la reparación del daño causado surja de un hecho, omisión, u operación administrativa o de la ocupación temporal o permanente de un inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquier otra causa.

Nuestro órgano de cierre
 aplicando la figura de la responsabilidad, ha mantenido en su jurisprudencia, que la norma constitucional basó esta figura en el daño antijurídico, como pilar estructural del nuevo régimen, pero manteniendo como título de imputación general el de la falla en el servicio.  Manifestó la Alta Corporación que en principio no juega como problema establecer la culpa, porque la norma constitucional desplaza dicho problema de la antijuridicidad a la conducta de la autoridad administrativa y la radica en la antijuridicidad del daño.  De esta forma no importa si el actuar de la Administración fue legal o no para determinar esa responsabilidad, ya que la antijuridicidad no se predica del comportamiento, sino del daño sufrido por el afectado, que puede surgir de una actuación legítima de la Autoridad.  Aun así, la jurisprudencia continúa aplicando los diferentes regímenes de imputación que desde tiempo atrás vienen siendo decantados, ya que ellos han facilitado el proceso de calificación de la conducta de las entidades del Estado y han determinado la existencia del daño y del nexo causal.

En ese orden de ideas, el régimen de imputación por excelencia es entonces el de falla del servicio, en el que se encuentra inmersa la responsabilidad a partir de la comprobación de la existencia de tres elementos esenciales como son: i). El daño antijurídico sufrido por el interesado; ii).  La falla del servicio propiamente dicha, esto es, el deficiente funcionamiento del servicio; y, iii) Una relación de causalidad entre los dos elementos anteriores, con la comprobación de que ese daño se produjo como consecuencia de la falla en el servicio.

Pero es necesario precisar que el título de imputación por responsabilidad patrimonial del Estado, se exterioriza en tres figuras diferentes: i) La común o general, Falla (probada o presunta), ii) El Riesgo excepcional, y, iii) El Daño especial. Y sólo al momento de imputarse esa responsabilidad, se hace necesario examinar a cuál de estos tres títulos se atribuye la misma, a efectos de establecer a quien corresponde la carga de probar el daño y que elementos de la responsabilidad deben ser demostrados.  También corresponde al Juez examinar, teniendo en cuenta las particularidades de cada caso, el régimen aplicable, evaluando la previsibilidad o no del daño y las circunstancias que rodearon el hecho que lo causo.

3.3 DEL DEFECTUOSO FUNCIONAMIENTO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA Y EL ERROR JURISDICCIONAL 
La Ley 270 de 1996 (Ley Estatutaria de la Administración de Justicia), consagra tres títulos de imputación por el daño antijurídico causado en la Administración de Justicia, por los que se puede invocar la reparación por responsabilidad patrimonial en cabeza de los órganos judiciales.  Títulos de imputación que son: 1. El defectuoso funcionamiento de la administración de Justicia, 2. El error judicial, y, 3. La privación injusta de la libertad.

El Defectuoso Funcionamiento de la Administración de Justicia, se enmarca en la teoría general de la Falla del Servicio, la cual debe ser debidamente probada y para ello debe acreditarse el daño antijurídico.  

Esta figura se presenta no por el error conceptual del Juzgador, sino por las conductas abiertamente contrarias a derecho, ilegales y generadoras de daños y perjuicios.  Y se produce en las actuaciones judiciales necesarias para adelantar el proceso, diferentes de las providencias del Juez, en otras palabras cuando el daño se haya producido del actuar de la jurisdicción, esto es, de las acciones u omisiones propias de lo que es la función de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, actuación que puede provenir de los funcionarios o de los particulares investidos de facultades jurisdiccionales, de los empleados judiciales o de los agentes y de los auxiliares judiciales.

La figura tiene las siguientes características: i) Se produce frente a actuaciones u omisiones, diferentes a providencias judiciales, ii) Puede provenir de funcionarios judiciales y particulares que ejercen facultades jurisdiccionales, iii) Debe existir un funcionamiento defectuoso o anormal, partiendo del ejercicio adecuado de la función judicial; iv) Tiene un título de imputación de carácter subjetivo; y, v) Se manifiesta de tres formas: porque la administración de justicia ha funcionado mal, porque no ha funcionado o porque funciono de manera tardía
.

Esta responsabilidad se genera por aquellas actuaciones judiciales necesarias para adelantar el proceso o la ejecución de las providencias judiciales y cuando el daño surge o se produce en el giro o tráfico jurisdiccional, esto es, en el conjunto de acciones u omisiones propias de lo que es la función de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, proviniendo no solo de los funcionarios, sino de los particulares investidos con facultades jurisdiccionales, empleados judiciales, agentes o auxiliares judiciales.

Por otro lado, para que se configure el error judicial, como lo ha analizado el Órgano de Cierre de esta Jurisdicción
, debe existir una providencia judicial en firme, con independencia de si fue proferida con culpa o sin ella por el funcionario que la expide, pero siempre que sea equivocada, ya sea porque no se ajuste a la realidad procesal o a la Ley, causando con su expedición un daño antijurídico que debe ser reparado.   

Se ha definido el error judicial
 como el incumplimiento de los deberes y obligaciones que tienen los jueces a la hora de resolver los conflictos: por no aplicar la ley vigente; por desatender injustificadamente los precedentes jurisprudenciales o los principios que integran la materia; por negarse injustificadamente a decir el derecho o por no atender los imperativos que rigen el debido proceso.

Dentro de esa denominación se encuentran las causales de procedibilidad indicadas por la Corte Constitucional, las cuales corresponden a un defecto sustantivo, orgánico o procedimental, un defecto fáctico, un error inducido, una decisión sin motivación; un desconocimiento del precedente o una violación directa de la Constitución.  Pero el error judicial no se limita solo a esas causales, y no tienen que ser garrafal, grosero o inexcusable, ello por no suponer el error judicial, la prueba de elementos que cualifiquen la conducta personal del agente estatal
.

Han existido avances en la configuración del error judicial, ya que sobre un mismo punto de hecho pueden darse varias interpretaciones o soluciones de derecho, todas jurídicamente admisibles y jurídicamente justificadas.  Y es en ese orden de ideas que el error tiene lugar cuando la decisión carece de justificación coherente, razonable, jurídicamente atendible que la provea de aceptabilidad; por lo que es desde su carga argumentativa que se debe estudiar la figura, sin dejar de lado los eventos típicos de su configuración, como interpretación, indebida valoración, aplicación errónea o falta de aplicación. 

Y para que se configure la existencia de error judicial, la decisión de la que se predica el error debe encontrarse debidamente ejecutoriada e interponerse los recursos de Ley si es susceptible de ellos. En el análisis del error judicial se resalta la separación total entre la responsabilidad subjetiva del juez como agente y la estatal, porque la primera toca con la conducta propia del sujeto que comete la irregularidad directamente, mientras que la segunda se encuadra en una falla del servicio en el ejercicio de la actividad jurisdiccional.
Indica el Consejo de Estado, que la Corte Constitucional, ha planteado una serie de eventos que permiten la estructuración del error, estableciendo los siguientes defectos fácticos: i) omisión de decreto; 2) omisión de consideración; y, 3) valoración arbitraria.   Explica que el análisis del error jurisdiccional es autónomo a la vía de hecho, la Corte Constitucional ha considerado que constituye criterio conceptual válido considerar el error de hecho como evento posible de error jurisdiccional.   Esta vía de hecho se puede configurar en la indebida valoración de la prueba, o la no valoración de la misma; en la falta de aplicación de la norma o su indebida aplicación y en la errada interpretación de los hechos, además en la carente fundamentación para apartarse del precedente judicial.  

El error judicial, puede ser de orden factico o normativo; el de orden factico supone diferencias entre la realidad procesal y la decisión judicial ya sea porque no se consideró un hecho debidamente probado o se le considero contrariamente fundamental cuando no lo era o presentaba distancias entre la realidad material y la procesal; porque no se decretaron las pruebas conducentes para determinar el hecho relevante para el derecho; o porque la decisión judicial se fundamentó en un hecho que luego se demostró falso.  

Ahora bien, el error normativo o de derecho, nace de una equivocación en la aplicación del derecho ya sea porque se aplicó una norma que no era relevante o se dejó de aplicar una directa o indirecta al mismo tiempo; o cuando se aplican normas inexistentes, derogadas y otras similares
.

La diferencia entonces entre error judicial y defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, se concreta en el momento en que se produce cada uno, pues el primero se predica de las providencias judiciales, mientras que el segundo (defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, surge en las demás actuaciones judiciales necesarias para adelantar el proceso o la ejecución de las providencias judiciales.

3.4. EXIMENTES DE RESPONSABILIDAD.
Tanto la Doctrina, como la jurisprudencia, han establecido las siguientes eximentes de responsabilidad: Fuerza Mayor, Caso Fortuito, Culpa exclusiva de la víctima y el hecho exclusivo y determinante de un tercero.  Para invocar alguna de estas eximentes se requiere la existencia de tres elementos: 1. Irresistibilidad o imposibilidad del obligado a realizar un determinado comportamiento, resultando el daño inevitable que configure una causa extraña; 2. Imprevisibilidad o aquella situación que no es posible prever anticipadamente, en otras palabras, que el hecho causante del daño no sea previsible antes de su ocurrencia o que siéndolo sea súbito o repentino; y, 3. Exterioridad respecto del demandado, esto es, una causa extraña no imputable a éste del que no tiene deber jurídico de responder.

4. ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO.

4.1 Aportadas con la demanda: (folios 10-64 y 142-165 -155 del cuaderno Principal)
-Copia de certificado de tradición y matricula inmobiliaria No 01N-5117715
-Copia de escritura pública DA 01763524

-Conciliación solicitud No 507

-Respuesta petición de junio 217 de 2016, por parte del Comisario de Familia San Cristóbal

-Copia de auto interlocutorio 1872 de fecha 07 de julio de 2015, proferido por el Juzgado Sexto Civil Municipal.
-Copia de ficha catastral predio del municipio de Medellín
-Copia de certificado de tradición matricula Inmobiliaria No 01N-5186355

-Copia de certificado de tradición matricula Inmobiliaria No 001-280899

-Copia de auto en donde se aprueba acuerdo dentro de un proceso verbal No 87 de fecha 25 de noviembre de 2015, proferido por el Juzgado Segundo de Familia de Oralidad.
-copia de matrícula de vehículo automóvil, color verde perlado. 
- Copia de auto en donde se rechaza demanda por falta de competencia dentro de un proceso ejecutivo de fecha 25 de julio de 2016, proferido por el Juzgado Décimo Civil Circuito de Oralidad.
-Audiencia de conciliación llevada a cabo el día 29 de septiembre de 2009 ante la comisaria de familia de san Cristóbal.

-Copia de auto interlocutorio No 669en donde se niega mandamiento de pago y ordena archivo dentro de un proceso ejecutivo de fecha 12 de agosto de 2016, proferido por el Juzgado de familia en Oralidad de Medellín. 
-Copia de Formato Único de Noticia Criminal-Fiscalía General de la Nación de fecha 21 de septiembre de 2015.
-Copia de Registro de Matrimonio.
-copia de escritura pública 4081.

-Antecedentes administrativos allegados por la entidad accionada.
Testimonios. (Audiencia de pruebas de fecha 26 de septiembre de 2019 fls 174-185)
-RUBIELA GALVIS MURIEL 

-MARIA ELVIA MORENO ZAPATA

-FRANCISCO JAVIER MONTOYA VEGA
-HUGO VASQUEZ GALLON 
Interrogatorio de parte
-GLORIA PATRICIA SÁNCHEZ YEPES
4.2. Sobre la tacha de los Testigos RUBIELA GALVIS MURIEL, MARIA ELVIA MORENO ZAPATA y DEICY MILENA LONDOÑO MENESES

De la tacha por sospecha de los testigos propuesta por el apoderado del señor HUGO ALEJANDRO VASQUEZ GALLON con la contestación de la demanda visible a folios 118 del expediente, el Despacho se pronunciará en los siguientes términos.

Si bien es cierto la tacha propuesta fue interpuesta con la contestación de la demanda y no en audiencia, en aras de salvaguardar los derechos fundamentales y el acceso a la administración de justicia, la misma se resolverá en este momento procesal.  
De acuerdo a la doctrina, el testimonio es la declaración que realiza un tercero, ajeno a la contención, pues no tiene relación jurídica procesal con las partes; sobre los hechos que le constan por percepción directa.
El artículo 211 del C.G.P., norma aplicable en el presente asunto, conforme lo establecido en Sentencia de Unificación del Consejo de Estado del 25 de junio de 2014 de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, EXP. 25000- 23-36-000-2012-00395-01(I.J), M.P. ENRIQUE GIL BOTERO, en concordancia con lo dispuesto en providencia de esa misma corporación del 6 de agosto de 201, dispone que:

"Cualquiera de las partes podrá tachar el testimonio de las personas que se encuentren en circunstancias que afecten su credibilidad o imparcialidad, en razón de parentesco, dependencia, sentimientos o interés en relación con las partes o sus apoderados, antecedentes personales y otras causas.

La tacha deberá formularse con expresión de las razones en que se funda. El juez analizará el testimonio en el momento de fallar de acuerdo a las circunstancias de cada caso".

La tacha es un cuestionamiento que se realiza respecto del testigo, bien por sus calidades personales, bien por sus relaciones afectivas o convencionales con las partes, de modo que su declaración pueda estar influenciada por elementos ajenos a su simple percepción, lo que lo torna en "sospechoso".

Son fundamentos de la tacha, i) la inhabilidad del testigo, las relaciones afectivas o comerciales, iii) la preparación previa al interrogatorio, /y) la conducta del testigo durante el interrogatorio, y) el seguimiento de libretos, vi) la inconsonancia entre las calidades del testigo y su lenguaje y vii) la incongruencia entre los hechos narrados.

En sentencia del 17 de enero de 2012, el Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. C.P. Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez. Radicación No. 110010315000 201100615 00 se indicó que los motivos de la tacha del testigo se analizaran en la sentencia, sin embargo, la tacha no implica que la recepción y valoración de esta prueba se torne improcedente, "sino que exige del juez un análisis más severo para determinar el grado de credibilidad que ofrecen y cerciorarse de su eficacia probatoria

En el mismo sentido se pronunció la Corte Constitucional en sentencia C- 790 de 2006 para el evento en que los testigos sean sospechosos por encontrarse en situaciones que afecten su credibilidad o imparcialidad, en tal situación la declaración si puede recibirse, pero debe apreciarse con mayor severidad. Eso se señaló en la referida jurisprudencia:

"En cuanto al artículo 217 del C.P.C., éste lo que hace es definir como sospechosos a aquellos testigos que se encuentren en circunstancias que puedan afectar su credibilidad o imparcialidad, en razón de parentesco, dependencia, sentimientos o intereses que tengan con las partes o sus apoderados, de sus antecedentes personales u otras causas que determine el juzgador; ello por cuanto si bien la sola circunstancia de que los testigos sean parientes de una de las partes, no conduce necesariamente a deducir que ellos inmediatamente falten a la verdad, "...la razón y la crítica del testimonio aconsejan que se le aprecie con mayor severidad, que al valorarla se someta a un tamiz más denso de aquel por el que deben pasar las declaraciones libres de sospecha, lo que permite concluir que dicha norma no es más que una especificación de las reglas de la sana crítica aplicadas al proceso civil.

No obstante, lo anotado, cuando una controversia entre particulares debe ser dirimida por el juez competente, éste deberá definirla, como antes se dijo, a partir del análisis que realice del acervo probatorio, el cual está en la obligación de estudiar de acuerdo con las reglas que le impone el sistema de la sana crítica, lo que implica confrontarlas, permitir que las partes las contradigan y si es del caso las desvirtúen, y ponderarlas en conjunto, a la luz de su saber técnico específico y su experiencia”

Ahora bien, de conformidad con lo previsto en el artículo 211 del Código General del Proceso según el cual cualquiera de las partes podrá tachar el testimonio de las personas que se encuentren en circunstancias que afecten su credibilidad o imparcialidad en razón de sus sentimientos o intereses en relación con las partes, antecedentes personales y otras causas, se debe señalar que si bien es cierto que las señoras RUBIELA GALVIS MURIEL y MARIA ELVIA MORENO ZAPATA, las cuales rindieron testimonio, tienen lazos fuertes de amistad, lo cual podría dar lugar a suponer la existencia de algún interés, dicha suposición no resulta suficiente para estimar que sus declaraciones fueron parcializadas. 

En criterio de esta Agencia Judicial advierte que esa circunstancia no evidencia por sí sola la alegada tacha de las testigos, en este aspecto, es importante señalar que no aparecen elementos de juicio que lleven a tachar lo manifestado por ellas, pues la declaración rendida guarda correspondencia y lógica frente a los hechos acontecidos, está ubicada en las circunstancias de tiempo, modo y lugar que se deducen de los demás elementos de prueba hoy aportados a este proceso.
En virtud de lo anterior, considera el Despacho que, en el presente asunto, es procedente valorar el testimonio rendido por las mencionadas dentro del presente proceso, de tal manera que no hay lugar a tacharlos por inválidos bajo ninguna causal formal o sustancial contra la verdad real y procesal.
4.3 Análisis de la responsabilidad en el caso concreto, de acuerdo a la prueba aportada: 
De conformidad con lo que ha establecido nuestro órgano de cierre, al analizar este tipo de procesos, es necesario dilucidar inicialmente, lo referente a la existencia o no del daño y si este puede o no considerarse antijurídico; solo bajo la inferencia de la existencia del daño antijurídico se debe efectuar la estimación del otro elemento de la responsabilidad estatal, es esto, el título de imputación del daño al Estado, bajo cualquiera de los diferentes títulos que para el caso en particular ha de analizarse.

Así las cosas, a partir de lo probado, el Despacho definirá y desarrollara el problema jurídico anteriormente planteado, es decir, en qué casos se está en presencia de un daño imputable al Estado por el defectuoso funcionamiento de la administración de justicia con ocasión de las actuaciones desplegadas por el Municipio De Medellín en cabeza de la Comisaria De Familia De San Cristóbal, por el acuerdo contentivo en el acta de conciliación de fecha 29 de septiembre de 2009; y como resultado de ello se deberá analizar si se cumplen o no los los elementos constitutivos de ese daño que daría lugar a una eventual indemnización, o si por el contrario, el suceso tuvo su origen en otras circunstancias no acreditadas en el expediente lo que configuraría la ausencia de imputación de la entidad accionada por alguna causal exonerativa de responsabilidad.
Con base en la motivación y justificación anterior, y ateniéndose estrictamente a las pruebas obrantes en el proceso, esta Agencia Judicial analizará el supuesto daño antijurídico en el caso concreto.
Observado el acervo probatorio y de acuerdo al análisis que se realizará de las pruebas para el caso concreto, se evidencia que estas fueron conforme a derecho, y por lo tanto se halla suficientemente probado los siguientes presupuestos facticos: 

Que se tramitó ante la Comisaria de Familia de San Cristóbal- Subsecretaria de Apoyo a la Justica-Secretaria de Gobierno-Municipio de Medellín, el día 29 de septiembre de 2009, Audiencia de conciliación en materia de la Ley 640/01 por alimentos, custodia y cuidados personales y regulación de visitas, en donde acordó entre otras cosas las siguientes: (fls 42 del cuaderno principal)
“…seguidamente la señora GLORIA PATRICIA SANCHEZ YEPES y el señor HUGO ALEJANDRO VASQUEZ GALLON manifiestan: de común acuerdo hemos acordado hacer la separación de bienes de la sociedad conyugal que entre nosotros exista en virtud de matrimonio civil realizado el día 17 de agosto de 1996, efectuado en la Notaria 28 del circulo de Medellín. Declaramos además que no existen recompensas de ninguna clase por reclamar entre nosotros, las partes aclaran que, en caso de sobrevenir una reclamación por un tercero, por una deuda a cargo de la sociedad conyugal la pagara el que la hubiere adquirido. La señora GLORIA PATRICIA SANCHEZ YEPES, quedará con la casa habitación ubicada en la calle 61B 119C-13 ciudadela Roblemar del Corregimiento de San Cristóbal, teléfono: 4385182 y con el vehículo Chevrolet sprin placas MLP 737 de Medellín, color verde modelo 94 a nombre de la misma señora y los locales ubicados  en la calle 20E 75-80 barrio parís 12 de octubre; otro en la carrera 76 20E 02 del mismo sector y otro carrera 76 20AE-01 interior 201 segundo piso del mismo sector quedarán a nombre del señor HUGO ALEJANDRO VASQUEZ GALLON. En cuanto a las deudas las partes manifiestan no tener ninguna en la actualidad en la sociedad conyugal, cada una administrara sus bienes y además manifiestan no tener derechos en los gananciales de los bienes del otro. Los tramites de notaria correrán por cuenta de ambas partes y se harán en el termino de un mes. El Despacho advierte a las partes en relación con el acuerdo a que se llego presta merito ejecutivo y hace transito a cosa juzgada y ante su incumplimiento deberán acudir ante los jueces de familia para iniciar la respectiva acción legal. Leída y aprobada la presente acta se firma por los intervinientes.”
Ahora bien, mediante proveído de fecha 12 de agosto de 2016, el Juzgado Quince de Familia en Oralidad de Medellín, negó mandamiento de pago por las siguientes razones: (fls 44) 
 “…Revisado el estudio que ordena la ley, específicamente del análisis del documento que sirve de titulo ejecutivo, se verifica el incumplimiento de las exigencias mínimas previstas en el articulo 422 del Código General del proceso; debido a que la conciliación celebrada entre los señores GLORIA PATRICIA y HUGO ALEJANDRO, en torno a la separación de sus bienes, en virtud del matrimonio por ellos contraído, no contiene obligaciones claras, expresas, ni exigibles, que posibiliten el cobro forzosa de las prestaciones relacionadas en las pretensiones del libelo gestor…
(…)

RESUELVE:

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO DE PAGO, solicitado por la señora GLORIA PATRICIA SANCHEZ YEPES, quien actúa por conducto de vocero judicial, en contra del señor HUGO ALEJANDRO VASQUEZ GALLON, por lo expuesto en las motivaciones de esta providencia…”
En este punto es importante traer a colación las funciones del Comisario de Familia, conforme a lo consagrado Ley 1098 de 2006, ley de infancia y adolescencia, y en el Decreto 4840 de 2007. Es así que el artículo 86 consagró de forma taxativa las funciones impuestas al Comisario de Familia al respecto:
“1. Garantizar, proteger, restablecer y reparar los derechos de los miembros de la familia conculcados por situaciones de violencia intrafamiliar,
2. Atender y orientar a los niños, las niñas y los adolescentes y demás miembros del grupo familiar en el ejercicio y restablecimiento de sus derechos.
3. Recibir denuncias y adoptar las medidas de emergencia y de protección necesarias en casos de delitos contra los niños, las niñas y los adolescentes.
4. Recibir denuncias y tomar las medidas de protección en casos de violencia intrafamiliar
5. Definir provisionalmente sobre la custodia y cuidado personal, la cuota de alimentos y la reglamentación de visitas, la suspensión de la vida en común de los cónyuges o compañeros permanentes y Ley 1098 de 2006 52/118 fijar las cauciones de comportamiento conyugal, en las situaciones de violencia intrafamiliar.
6. Practicar rescates para conjurar las situaciones de peligro en que pueda encontrarse un niño, niña o adolescente, cuando la urgencia del caso lo demande.
7. Desarrollar programas de prevención en materia de violencia intrafamiliar y delitos sexuales.
8. Adoptar las medidas de restablecimiento de derechos en los casos de maltrato infantil y denunciar el delito.
9. Aplicar las medidas policivas que correspondan en casos de conflictos familiares, conforme a las atribuciones que les confieran los Concejos Municipales”.
Por su parte el Decreto 4840 de 2007, el cual reglamentó la ley 1098 de 2006 en su artículo 8 establecido lo siguiente: 

“ARTÍCULO 8o. CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN MATERIA DE FAMILIA. <Artículo compilado en el artículo 2.2.4.9.2.2 del Decreto Único Reglamentario 1069 de 2015. Debe tenerse en cuenta lo dispuesto por el artículo 3.1.1 del mismo Decreto 1069 de 2015> <Ver Notas del Editor> De conformidad con lo establecido en el artículo 47 de la Ley 23 de 1991, 31 de la Ley 640 de 2001 y 30 del Decreto 1818 de 1998, la conciliación extrajudicial en derecho de familia podrá ser adelantada ante los conciliadores de los centros de conciliación, ante los defensores y comisarios de familia, los delegados regionales y seccionales de la Defensoría del Pueblo, los agentes del Ministerio Público ante las autoridades judiciales y administrativas en asuntos de familia y ante los notarios en los siguientes asuntos:
 a) La suspensión de la vida en común de los cónyuges;

b) La custodia y cuidado personal, visita y protección legal de los niños, niñas y adolescentes;

c) La fijación de la cuota alimentaria;

d) La separación de cuerpos del matrimonio civil o canónico;
 e) La separación de bienes y la liquidación de sociedades conyugales por causa distinta de la muerte de los cónyuges;

f) Los procesos contenciosos sobre el régimen económico del matrimonio y derechos sucesorales;

g) Y en los definidos por el artículo 40 de la Ley 640 de 2001, como sujetos a conciliación extrajudicial para acreditar requisito de procedibilidad en asuntos de familia.

PARÁGRAFO. A falta de las anteriores autoridades en el respectivo municipio, la conciliación podrá ser adelantada por los personeros y por los jueces civiles o promiscuos municipales.”
Igualmente, en lo que respecta a la conciliación extrajudicial en materia de familia, el artículo 31 de la 640 de 2001, estableció: 
“ARTICULO 31. CONCILIACION EXTRAJUDICIAL EN MATERIA DE FAMILIA. <Ver Notas del Editor> La conciliación extrajudicial en derecho en materia de familia podrá ser adelantada ante los conciliadores de los centros de conciliación, ante los defensores y los comisarios de familia, los delegados regionales y seccionales de la Defensoría del Pueblo, los agentes del ministerio público ante las autoridades judiciales y administrativas en asuntos de familia y ante los notarios. A falta de todos los anteriores en el respectivo municipio, esta conciliación podrá ser adelantada por los personeros y por los jueces civiles o promiscuos municipales.
Estos podrán conciliar en los asuntos a que se refieren el numeral 4 del artículo 277 del Código del Menor y el artículo 47 de la Ley 23 de 1991.”
La anterior normatividad, para resaltar que, la actuación del Comisario de Familia como conciliador en asuntos de infancia y familia, el Decreto 4048 de 2007, que reglamentó la creación, organización y funcionamiento de las Comisarías de Familia, ratificó en su artículo 8 mencionada función, en los mismos asuntos enumerados en el artículo 47 de la Ley 23 de 1991, y en los definidos por el artículo 40 de la Ley 640 de 2001 como sujetos a conciliación extrajudicial para acreditar requisito de procedibilidad en asuntos de familia.

Por lo que es indiscutible cuestionar que, la potestad que se ha otorgado al Comisario de Familia, tanto en normas legales como reglamentarias, para adelantar conciliaciones extrajudiciales no sólo se encuentra para regular asuntos relacionados con la custodia y cuidado personal, visitas y fijación de cuota alimentaria de los niños, niñas y adolescentes, sino también en aquellos concernientes con el régimen personal y patrimonial del matrimonio, tales como la separación de cuerpos, de bienes y la liquidación de sociedades conyugales; razón por la cual el despacho no comparte la posición argumentada por el comisario en audiencia de pruebas de fecha 26 de septiembre de 2019 visible a folios 176 del expediente, cuando indica que dentro de sus funciones y competencias no se encontraba la de realizar liquidación de la sociedad conyugal entre la demandante y el señor Hugo Alejandro.( min 1:00:44 y siguientes  del CD contentivo del audio de audiencia de pruebas hora del archivo 11:50 a.m.).
Así las cosas, revisadas la prueba documental y testimonial que reposa en el expediente, confirman suficientemente la veracidad de los hechos antes mencionados, en donde se encuentra plenamente demostrado el daño sufrido a la señora Gloria Patricia, por el defectuoso funcionamiento de la Administración de justicia, en cabeza del Municipio de Medellín y la Comisaria de Familia de San Cristóbal, por no poder hacer exigibles las obligaciones contenidas en el acta de acuerdo conciliatorio de fecha 29 de septiembre de 2009, por no cumplir dicho acuerdo, con las exigencias del artículo 422 del Código General del Proceso, es decir, no había obligaciones expresas, claras y exigibles para poder demandarse ante la vía ordinaria, razón por la cual la Juez Quince de Familia en Oralidad de Medellín, negó mandamiento de pago dentro del proceso ejecutivo impetrado por la actora.
Es valido advertir entonces que, el proceso ejecutivo es una herramienta por medio de la cual el ordenamiento jurídico cuenta con la posibilidad de hacer efectivo el derecho material o sustancial del que son titulares, en ese entendido la Corte Constitucional, mediante sentencia C-454 de 12 de junio de 2002 (MP Alfredo Beltrán Sierra), se pronunció en relación con el objetivo del proceso ejecutivo, en los siguientes términos:
“4.1. El proceso ejecutivo en general tiene por finalidad obtener la plena satisfacción de una prestación u obligación a favor del demandante y a cargo del demandado; se trata, como lo han definido los doctrinantes de una pretensión cierta pero insatisfecha, que se caracteriza porque no se agota sino con el pago total de la obligación”. (subrayas y negrillas intencionales)
Bajo esos mismos parámetros, se reiteró la misma Corte mediante sentencia C-573 de 15 de julio de 2003 (MP Jaime Córdoba Triviño), afirmando que:

 “4.2. La existencia de esta clase de procesos tiene como soporte la garantía de la propiedad privada y de los demás derechos adquiridos conforme a las leyes civiles, y su finalidad consiste en satisfacer los derechos cuando los obligados no cumplen libremente con sus obligaciones. La ejecución pretende, entonces, la satisfacción del crédito reclamado por el ejecutante, es decir, hacer efectivo el derecho del acreedor frente al deudor, quien de manera libre ha contraído una obligación con aquél”. (Subrayas y negrillas intencionales)
Ahora bien, el artículo 90 de la Constitución Política, señala que "el Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas". Entonces bajo estas circunstancias y probada la existencia del daño y la relación de causalidad entre el daño y la Administración, por ende, la entidad demandada debe reparar los perjuicios ocasionados por la acción u omisión, derivada de sus actuaciones. 
Efectivamente, la norma establece dos requisitos para que opere la responsabilidad, a saber, que haya un daño antijurídico y que éste sea imputable a una acción u omisión de una autoridad pública, además que exista una relación de causalidad entre las dos anteriores. Respecto al concepto de Daño antijurídico, entiéndase como el perjuicio provocado a una persona que no tenía el deber jurídico de soportar, tal como lo ha venido manifestando nuestro órgano de cierre. Al respecto en sentencia del Consejo de Estado de fecha 26 de mayo de 2011, C.P. Hernán Andrade Rincón se indicó que:
"El concepto de daño antijurídico cuya definición no se encuentra en la Constitución ni en la ley, sino en la doctrina española, particularmente en la del profesor Eduardo García de Enterría, ha sido reseñado en múltiples sentencias desde 1991 hasta épocas más recientes, como el perjuicio provocado a una persona que no tiene el deber jurídico de soportarlo. (...) La Imputabilidad es la atribución jurídica que se le hace a la entidad pública del daño antijuridico padecido y por el que, por lo tanto, en principio estaría en la obligación de responder..."
Procediendo al caso concreto, se evidencia que la señora GLORIA PATRICIA, al no poder hacer exigibles unas obligaciones acordadas en un acuerdo conciliatorio con el señor HUGO ALEJANDRO, se le ocasionó un "Daño antijurídico", es así que, la ley Estatutaria de Administración de Justicia, Ley 270 de 1996, establece que, el Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de sus agentes judiciales; seguidamente, prescribe que en los términos anteriores el Estado responderá por el defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, por el error jurisdiccional y por la privación injusta de la libertad.
Respecto al defectuoso funcionamiento de la administración, entendido como aquel funcionamiento defectuoso o anormal, partiendo de la comparación de lo que debería ser un ejercicio adecuado de la función judicial, frente a las actuaciones u omisiones, diferentes a providencias judiciales, necesarias para adelantar un proceso, provenientes de funcionarios judiciales y particulares que ejerzan facultades jurisdiccionales, este se manifiesta cuando la administración de justicia ha funcionado mal, no ha funcionado o funcionó tardíamente. 
Y en este caso particular la conducta reprochable se encuentra en las actuaciones jurisdiccionales desplegadas por la Comisaria de Familia de San Cristóbal, pero no por el defectuoso funcionamiento de la administración de justicia como lo invoca la parte demandante, sino por el error jurisdiccional,  según lo estipulado en el artículo 116 constitucional, que indica: “…Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.”, por lo anterior y en aras a la aplicación del principio iura novit curia, a partir del cual esta juzgadora se encuentra en la posibilidad de analizar los hechos de la demanda, para adaptarlos al título de imputación adecuado, con el fin de hallar la mejor adecuación jurídica del caso y, consigo, la verdad procesal, habrá de condenarse al Municipio de Medellín-Secretaria de Gobierno- Subsecretaria de Apoyo a la Justicia- Comisaria de San Cristóbal a pagar los perjuicios ocasionados a la señora Gloria Patricia Sánchez Yepes.
Por todo lo anterior, existen razones suficientes para declarar de responsabilidad del Estado y por ello, el Despacho se pronunciará en la tasación de los perjuicios solicitados en la demanda.
Sin embargo, el despacho advierte que en relación con el señor HUGO ALEJANDRO VASQUEZ GALLON, no habrá de imponerse condena alguna, en el entendido que, este no fungía en calidad de agente estatal o como particular ejerciendo funciones jurisdiccionales, pues si bien es cierto este suscribió el acta de conciliación del 29 de septiembre de 2009, no actuó en representación del Estado, sino en calidad de convocante junto con la demandante; así mismo, debe entenderse que la legitimación en la causa por pasiva es entendida como la calidad que tiene una persona para formular o contradecir las pretensiones de la demanda, por cuanto es sujeto de la relación jurídica sustancial, por lo que para poder predicar esta calidad es necesario probar la existencia de dicha relación, razón por la cual no es dable condenar a este particular sin existir elementos de juicio suficientes para ello.
5. De los Perjuicios, su demostración y tasación.
5.1 Perjuicios morales 

El perjuicio moral es aquel que deviene del fuero interno, del dolor y angustia causados en este caso por los perjuicios ocasionados a la señora Gloria Patricia Sánchez Yepes; como lo ha contemplado el Órgano de Cierre de este Jurisdicción
, el cual nace de la sola presunción judicial de su existencia y en razón del daño causado, por la simple experiencia que permite conocer a todo sujeto el sufrimiento por la sola generación del daño y que este se puede irradiar al grupo familiar, frente a quienes la afectación varia, pues entre mayor grado de cercanía y afinidad puede ser mayor el perjuicio. 

La Jurisprudencia Contenciosa
 ha elaborado una serie de parámetros que deben ser tenidos en cuenta para tasar los perjuicios inmateriales, concediendo por ejemplo el equivalente de 100 S.M.L.M.V., cuando se trata de muerte, pero no constituye esto un obstáculo, para que, si el Juez observa especiales circunstancias que hagan más gravosa la situación de la víctima o se vean comprometidos derechos humanos, esos parámetros se superen, siempre que se encuentren debidamente probados.  En el caso concreto a pesar de la presunción del perjuicio, también existen testimonios claros, de las señoras RUBIELA GALVIS MURIEL y MARIA ELVIA MORENO ZAPATA, que dan cuenta del citado perjuicio padecido en este caso por la accionante.( min 23:30 y siguientes y min 39:30 y siguientes del CD contentivo del audio de audiencia de pruebas hora del archivo 11:50 a.m.).; del análisis de esos testimonios no se infiere ausencia de credibilidad, por el contrario, los mismos describen las circunstancias de tiempo, modo y lugar relativas al sufrimiento y dolor interno de la demandante, en consecuencia, habrá de concederse la siguiente cantidad:
	Nombre 
	S.M.L.M. V

	GLORIA PATRICIA SÁNCHEZ YEPES
	20


5.2 Daño a la Salud: En la demanda se solicitaron perjuicios psicológicos en la suma de 100 SMMLV, el daño a la salud se repara con base en dos componentes: i) uno objetivo determinado con base en el porcentaje de invalidez decretado y ii) uno subjetivo, que permitirá incrementar en una determinada proporción el primer valor, de conformidad con las consecuencias particulares y específicas de cada persona lesionada. Para resarcir la pérdida o alteración anatómica o funcional del derecho a la salud y a la integridad corporal.
sin embargo, y atendiendo a los parámetros de la Sentencia de Unificación Jurisprudencial del 28 de agosto de 2014, Radicado Interno 31170, Consejero Ponente Enrique Gil Botero, el despacho negará los mismos, ya que no se allegaron pruebas ni documentales, ni testimoniales, ni dictamen pericial que permitieran acreditar dicho perjuicio, ya que las declaraciones practicadas en audiencia de pruebas solo daban cuenta de la afectación moral, perjuicio que ya fue reconocido.
5.3 Perjuicios Materiales
Lucro cesante: solicita el apoderado de la parte actora le sea reconocido a la señora GLORIA PATRICIA SANCHEZ YEPES, la suma $144.000.000, por el usufructo del vehículo Chevrolet Sprin, placas MLP 737 de Medellín, color verde modelo 94 a nombre de la demandante.
Ahora bien, en relación con dichos perjuicios, el artículo 1614 del Código Civil, establece la disposición normativa respecto de la indemnización de perjuicios materiales a título de lucro cesante, ubicado dentro del Libro IV del Código relativo a las obligaciones y los contratos. En dicho artículo el Código define el lucro cesante como “la ganancia o provecho que deja de reportarse a consecuencia de no haberse cumplido la obligación, o cumpliéndola imperfectamente, o retardado su cumplimiento.”
Dicho lo anterior en relación con este perjuicio, el Despacho advierte que negará el mismo, en el entendido que no obra prueba sobre el supuesto lucro cesante que la señora Gloria Patricia soportaría por no tener su propio vehículo, el cual por demás era de uso particular, razón por la cual se no podrá reconocer. 
Además, en este punto es válido advertir que la actora contaba con otros mecanismos de defensa, como lo es la acción reivindicatoria o acción de dominio, contemplada en el artículo 946 del Código Civil, el cual dispone: “<CONCEPTO DE REIVINDICACION>. La reivindicación o acción de dominio es la que tiene el dueño de una cosa singular, de que no está en posesión, para que el poseedor de ella sea condenado a restituirla”; para recuperar el vehículo que se encontraba bajo su propiedad, pero en posesión del señor HUGO ALEJANDRO, pues era ella la persona que estaba legitimada para reclamarlo, ya qué conforme lo prevé el artículo en mención, esta acción judicial solamente puede ser ejercida por el dueño de la cosa, por consiguiente, recae sobre la demandante la obligación de probar la titularidad del bien que pretende le sea reivindicado, razón por la cual se impone negar esta pretensión ya que no es este el escenario judicial para hacerlo, ni mucho menos para reconocer este tipo de perjuicios.
6. Condena en Costas: En virtud de lo dispuesto en el artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, dentro de la sentencia el Juez deberá pronunciarse sobre la condena en costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código General del Proceso. 
En razón a que dentro del sublite se accederá a las pretensiones de la demanda, la demandada deberá reconocer agencias en derecho a favor de la parte demandada, conforme a lo dispuesto en el Acuerdo No. 1887 de 2003 y 2222 de 2003, expedidos por el Consejo Superior de la Judicatura. 

Así las cosas, se condenará a la parte demandada, a reconocer la suma del cero punto cinco por ciento (0.5%) de las pretensiones reconocidas en esta sentencia. 

Las demás costas liquídense por secretaría.

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO PRIMERO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE MEDELLIN, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

F A L L A:

PRIMERO: Se declara prospera la excepción de falta de legitimación en la causa por activa propuesta por el señor HUGO ALEJANDRO VASQUEZ GALLON, por las razones dadas en la parte considerativa de esta providencia. 
SEGUNDO: DECLARAR administrativa y extracontractualmente responsable AL MUNICIPIO DE MEDELLÍN-SECRETARIA DE GOBIERNO- SUBSECRETARIA DE APOYO A LA JUSTICIA- COMISARIA DE SAN CRISTÓBAL por los perjuicios causados a la señora GLORIA PATRICIA SANCHEZ YEPEZ, con ocasión del error jurisdiccional, por las razones dadas en la parte considerativa de esta providencia. 
TERCERO: Como consecuencia de lo anterior, CONDÉNASE AL MUNICIPIO DE MEDELLÍN-SECRETARIA DE GOBIERNO- SUBSECRETARIA DE APOYO A LA JUSTICIA- COMISARIA DE SAN CRISTÓBAL a pagar los siguientes PERJUICIOS:
Perjuicios Morales: 
	Nombre 
	S.M.L.M. V

	GLORIA PATRICIA SÁNCHEZ YEPES
	20


CUARTO: NIÉGUENSE las demás pretensiones de la demanda, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia.
QUINTO: CONDENAR en costas a la parte demandada, conforme a lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia. Liquídense por Secretaría las costas del proceso.
SEXTO: DESE cumplimiento a la sentencia en los términos de los artículos 192 a 195 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

SEPTIMO: Notifíquese esta sentencia de conformidad con el artículo 203 del C.P.A.C.A, advirtiendo que conforme al Acuerdo PCSJA20-11549 07/05/2020 “Por medio del cual se prorroga la suspensión de términos, se amplían sus excepciones y se adoptan otras medidas por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”; los términos para su control o impugnación seguirán suspendidos hasta tanto el Consejo Superior de la Judicatura lo disponga.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
OMAIRA ARBOLEDA RODRIGUEZ
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